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Referencia: Informe de ponencia para primer debate en Cámara al Proyecto de ley número 046 de 2012 Senado, 226 de 2012 Cámara, por la cual se dictan normas de distribución de terrenos baldíos a familias pobres del país con fines sociales y productivos y se dictan otras disposiciones.

Señor Presidente:

En cumplimiento de la designación efectuada por la Mesa Directiva de la Comisión Quinta Constitucional de la Cámara de Representantes, de la manera más atenta, por medio del presente escrito procedemos a rendir informe de ponencia para primer debate al Proyecto de ley número 046 de 2012 Senado, 226 de 2012 Cámara, por la cual se dictan normas de distribución de terrenos baldíos a familias pobres del país con fines sociales y productivos y se dictan otras disposiciones.
I. ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA INICIATIVA

La presente propuesta legislativa fue presentada por la honorable Senadora Alexandra Moreno Piraquive, radicada el 28 de julio de 2011 en la Secretaría General del honorable Senado de la República, que mediante competencia en materia fue dispuesta para su estudio a la Comisión Quinta de Senado y publicada en la Gaceta del Congreso número 548 de 2011.

Trámite de la iniciativa

En las deliberaciones surtidas en el seno de la Comisión Quinta de Senado, esta iniciativa obtuvo concepto favorable emitido por el Ministerio de Agricultura.

En cifras, el Ministerio de Agricultura advirtió que de aprobarse todas las solicitudes pendientes para desarrollar actividades mineras y petroleras el 79.6% del territorio rural estaría comprometido para dichos fines, lo que, de contera, lo convierte en inadjudicable para miles de campesinos colombianos. Igualmente se calcula que más de 5 millones de campesinos se verían afectados con la destinación de esas extensiones de tierra a la minería.

El Ministerio de Minas, por su parte, emitió el concepto correspondiente frente al proyecto de ley, esgrimiendo que ¿el sector minero es el sector más sólido aportante a la economía colombiana, cuyo nivel de crecimiento genera grandes expectativas para el desarrollo del país. Y agregó que si bien la industria agrícola hace un aporte considerable en el PIB, no resulta en nada comparable con el obtenido por la explotación de minas y canteras y evidentemente casi imperceptible frente a la explotación de hidrocarburos. Así las cosas, pretender disminuir la adjudicación de terrenos baldíos a quinientos (500) metros de las explotaciones de recursos naturales no renovables, limitaría la expansión de las actividades de exploración y explotación de estos recursos, con la consecuente disminución de posibilidades para que las entidades territoriales se beneficien de los impuestos y demás participaciones que por orden constitucional les corresponde¿.

Dentro de las modificaciones aprobadas por la Comisión Quinta de Senado a la iniciativa en primer debate, se propuso reducir el radio de inadjudicabilidad de terrenos baldíos ubicados en zonas de explotación de recursos naturales no renovables, ya no a quinientos (500) metros como lo contemplaba el proyecto de ley originalmente sino a mil (1.000) metros, tal como se aprobó finalmente en la Comisión Quinta.

II. ANÁLISIS DE CONSTITUCIONALIDAD

Esta iniciativa de origen congresual, reproduce de manera idéntica el artículo 156 de la Ley 1152 de 2007 (Estatuto de Desarrollo Rural), cuerpo normativo que fue declarado inconstitucional por medio de la Sentencia C-175 de 2009.

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO

Objeto del proyecto

El proyecto tiene como objeto ampliar el área en la que se permite actualmente la adjudicación de terrenos baldíos situados alrededor de las zonas donde se adelantan procesos de explotación de recursos naturales no renovables. De modo que, con este proyecto de ley, la prohibición de adjudicar terrenos baldíos en tales zonas se circunscribiría a un radio de mil (1.000) metros, y no a cinco mil (5.000) metros como ocurre en la actualidad por cuenta de la Ley 160 de 1997.

Fundamentos legales y constitucionales

La Ley 160 de 1997 y sus decretos reglamentarios establecen una prohibición de cinco mil (5.000) metros alrededor del campo petrolero, para poder establecer el pozo, montar la infraestructura y brindar protección.

Pues bien, hoy en día no se requiere impedir la titulación en un área tan grande como son los c inco (5) kilómetros a la redonda (lo que representa 7.854 hectáreas). Por consiguiente, esta zona de delimitación actualmente puede ser de quinientos (500) metros, tal como lo establecía la Ley 1152 de 2007 (Estatuto de Desarrollo Rural), la cual fue declarada inexequible por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-175 de 18 de marzo de 2009.

Sobre la inconstitucionalidad de la Ley 1152 de 2007 (Estatuto de Desarrollo Rural) cabe precisar que esta se produjo en atención a una línea jurisprudencial que ha construido la Corte Constitucional en relación con la consulta previa. En efecto, el Alto Tribunal en reiteradas sentencias ha elevado el requisito de la consulta previa al rango de derecho fundamental de las comunidades indígenas y tribales, conforme a lo señalado en el Convenio número 169 de la OIT incorporado al derecho interno mediante la Ley 21 de 1991.

Así, en la Sentencia C-l75 de 2009 la Corte Constitucional tuvo como fundamento para la declaratoria de inexequibilidad, el hecho de que el Estatuto de Desarrollo Rural se constituía en un cuerpo normativo sistemático, que reúne las normas sustanciales y de procedimiento relacionadas con el aprovechamiento agropecuario de la tierra. Se trata, bajo esa perspectiva, de una regulación de carácter general, que incide en los intereses de la población que reside y deriva su sustento de las actividades agrícolas en zonas rurales, de la cual hacen parte las comunidades indígenas y afrodescendientes.

Precisamente el obstáculo más grande que podría solear este proyecto de ley sería el de la consulta previa. Consciente de esto, y con el fin de orientar la ponencia para primer debate, solicité al Ministerio del Interior el concepto correspondiente. Fue así como la Dirección de Asuntos Legislativos de esa cartera despejó las inquietudes que teníamos sobre el particular, luego de un análisis constitucional, legal y jurisprudencial que concluyó con lo siguiente:

En consecuencia y teniendo en cuenta la normatividad y la jurisprudencia relacionada me permito concluir que el derecho de Consulta Previa es un derecho Fundamental de los grupos étnicos conforme a los usos y costumbres de cada uno de ellos. Es una potestad que procede para los trámites administrativos y para los procedimientos legislativos, condicionada a lo que establezcan la Constitución y la ley en asuntos de iniciativa parlamentaria; así pues en el caso que nos ocupa no procede el trámite de consulta previa debido a que se trata de un proyecto de ley dirigido de manera uniforme para todos los colombianos generando una afectación de carácter general y no particular y directa a un grupo étnico ya que no altera su estatus de comunidad.

Para reforzar este argumento del Ministerio del Interior, me permito recordar que la propia Corte Constitucional ha reiterado que la Consulta Previa es obligatoria únicamente respecto de aquellas disposiciones que eventualmente puedan afectar en forma directa los intereses de las comunidades, de modo que aquellas medidas legislativas de carácter general, que afectan de forma igualmente uniforme a todos los ciudadanos, entre ellos los miembros de comunidades tradicionales, no están prima facie sujetas al deber de consulta, excepto cuando esa normatividad general tenga previsiones expresas, comprendidas en el ámbito del Convenio número 169 de la OIT, que sí interfieran esos intereses. Debe aclararse, por supuesto, que en los casos en que la medida legislativa no afecte directamente a las comunidades indígenas y tribales, la participación de las mismas no se ve restringida, sino que se conduce a través de los mecanismos generales de participación. (Sentencia C-175 de 2009).

Para agotar la discusión respecto de la Consulta Previa y el presente proyecto de ley, nos remitimos a la sentencia que declaró la inexequibilidad de la Ley 1152 de 2007 (Estatuto de Desarrollo Rural), la Corte Constitucional enunció una serie de disposiciones de dicho Estatuto que tenían contenido particular y específico y que hacían referencia a la relación entre autoridades gubernamentales que ejercen competencias en materia de desarrollo rural y las comunidades indígenas y tribales que habitan las zonas rurales. Cabe destacar que dentro de esas disposiciones no se incluye al artículo 156 del Estatuto de Desarrollo Rural, cuya reproducción idéntica es la que hace parte del presente proyecto de ley. Las disposiciones referidas por la Alta Corporación son las siguientes:

Artículo 1°, sobre la compatibilidad entre los preceptos que integran el EDR y lo dispuesto en la Ley 21 de 1991, que incorporó al derecho interno el Convenio número 169 de la OIT, y en la Ley 70 de 1993, que desarrolla el artículo 55 transitorio de la Constitución, relacionado con el reconocimiento de la propiedad colectiva a favor de las comunidades negras que han venido ocupando tierras baldías en las zonas rurales ribereñas de los ríos de la cuenca del Pacífico.

Artículo 2-12, sobre el deber de protección y reconocimiento, por parte del desarrollo rural, de la diversidad étnica que se expresa en las diferencias étnicas y culturales del país, y su establecimiento como principio rector.

Artículo 4-2, establece como objetivo estatal respecto del acceso a la propiedad de la tierra por parte de los trabajadores agrarios, del beneficio consistente en la dotación de tierras a los miembros de las comunidades indígenas, afrodescendientes y demás minorías étnicas, mayores de edad, de escasos recursos y que no posean terrenos rurales.

Artículo 4-4, sobre el deber de armonizar la formulación y ejecución de programas y proyectos productivos que incremente el volumen de producción y los ingresos de los productores con los planes de vida de las comunidades indígenas en sus territorios.

Artículo 5-6, sobre el fortalecimiento de las iniciativas y propuestas de los pueblos y comunidades indígenas, afrodescendientes y demás minorías étnicas, respecto de las estrategias, acciones y decisiones que se adopten respecto a programas de riego, drenaje y adecuación de tierras.

Artículo 17, literales h), i) y parágrafo, sobre la inclusión dentro del Consej o Nacional de Tierras (Conati), de delegados de las comunidades indígenas y negras, al igual que la adscripción al Gobierno Nacional de la competencia para determinar la forma de elegir a dichos representantes.

Artículo 22, numerales 11, 12 y parágrafo, sobre la participación de representantes de las comunidades indígenas y afrodescendientes en el Consejo Directivo del Incoder. Para este caso, se asigna al Gobierno Nacional la competencia para reglamentar su designación.

Artículo 28, parágrafo l, numeral 8, sobre la orden a la Unidad Nacional de Tierras Rurales la ejecución y finiquito, dentro de los dos años siguientes a la expedición de la ley, de los procedimientos en curso de titulación de propiedad colectiva de comunidades negras.

Artículo 34, sobre el otorgamiento de funciones a la Dirección de Etnias del Ministerio del Interior y de Justicia para planificar y ejecutar los procedimientos para la constitución, saneamiento, ampliación y reestructuración de resguardos indígenas, al igual que los dirigidos a la titulación colectiva de tierras baldías a las comunidades negras.

Artículo 44 parágrafo 2°, sobre la facultad adscrita al Gobierno Nacional de otorgar, a través del Incoder, un trato preferencial a los proyectos productivos de las regiones afectadas por la dinámica de los cultivos ilícitos y el conflicto armado interno. Ello, sin el desmedro de los derechos de las comunidades indígenas y negras.

Artículo 71, literal a), sobre la asignación de la facultad a la Dirección de Etnias del Ministerio de Interior y de Justicia para que pueda adquirir mediante negociación directa, predios, mejoras rurales y servidumbres de propiedad privada, destinadas a las comunidades negras e indígenas que no los posean, cuando la superficie donde estuvieren establecidas fuere insuficiente.

Artículos 116 a 125, sobre la determinación de un procedimiento para la dotación de tierras rurales a las comunidades indígenas y afrodescendientes, a través de las acciones adelantadas por el Ministerio del Interior y de Justicia, el Incoder y con la participación de las autoridades tradicionales de dichas comunidades.

Artículo 128, sobre el establecimiento de reglas para la actuación de los Comités Territoriales para Atención Integral a la Población Desplazada, en cuanto a la declaratoria de inminencia o de desplazamiento, respecto de territorios donde se encuentren asentadas comunidades étnicas.

Artículo 155, sobre la exclusión de la titulación de las tierras baldías en Unidades Agrícolas Familiares para el caso de las adjudicaciones de tierras a las comunidades indígenas, negras y demás minorías étnicas.

Artículo 175, sobre la participación de un representante de las comunidades negras en el Consejo Nacional Agropecuario y Agroindustrial.

Como se viene de leer, es claro que esta lista no incluye al artículo 156 del pluricitado Estatuto de Desarrollo Rural, cuya reproducción idéntica es la que hace parte del presente proyecto de ley.

IV. CONSIDERACIONES DE LOS PONENTES

La nueva política integral de tierras del Gobierno Nacional, contempla la restitución de tierras y la recuperación de los baldíos de la Nación indebidamente ocupados.

Adicionalmente, la entrega de bienes baldíos responde al deber que tiene el Estado de promover las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva (artículo 13 CP), adoptando medidas de protección a favor de quienes, por su difícil condición económica, se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta en el sector agropecuario, en efecto:

¿La jurisprudencia ha reconocido que la Constitución Política de 1991 otorga al trabajador del campo y en general al sector agropecuario, un tratamiento particularmente diferente al de otros sectores de la sociedad y de la producción que encuentra justificación en la necesidad de establecer una igualdad no sólo jurídica sino económica, social y cultural para los protagonistas del agro, partiendo del supuesto de que el fomento de esta actividad trae consigo la prosperidad de los otros sectores económicos y de que la intervención del Estado en este campo de la economía busca mejorar las condiciones de vida de una comunidad tradicionalmente condenada a la miseria y la marginación social.

Específicamente, los artículos 64, 65 y 66 de la Constitución Política, constituyen el fundamento de la acción del Estado para crear las condiciones necesarias que permitan el acceso progresivo de los trabajadores agrarios a la propiedad de la tierra, y a los servicios de educación, salud, vivienda, seguridad social, recreación y crédito, e igualmente para darle prioridad, apoyo y especial protección al desarrollo de las actividades agropecuarias, pesqueras, forestales y agroindustriales, y a la construcción de obras de infraestructura física en el campo¿.
[1][1]

La adjudicación de bienes baldíos, que por su naturaleza pertenecen a la Nación, tiene como propósito central permitir el acceso a la propiedad a quienes carecen de ella, contribuir al mejoramiento de sus condiciones de vida y, por esa vía, de toda la sociedad.
[2][2]

Por otro lado, en cuanto a los bienes baldíos, estos son adjudicados por el Estado y de esta manera se cumple el precepto constitucional sobre la función social de la propiedad, así lo establece la Corte Constitucional en su Sentencia C-536 de 1997:

¿La función social de la propiedad, a la cual le es inherente una función ecológica, comporta el deber positivo del legislador en el sentido de que dicha función se haga real y efectiva, cuando el Estado hace uso del poder de disposición o manejo de sus bienes públicos. De esta manera, los condicionamientos impuestos por el legislador relativos al acceso a la propiedad de los bienes baldíos, no resultan ser una conducta extraña a sus competencias, porque estas deben estar dirigidas a lograr los fines que previó el Constituyente en beneficio de los trabajadores rurales¿.

En conclusión, el presente proyecto de ley retoma, en su integridad, la redacción del artículo 156 del Estatuto de Desarrollo Rural, que fue aprobado en el Congreso de la República, pero declarado inconstitucional por no haber cumplido con los requerimientos del trámite legislativo, como la consulta previa; y no porque su contenido material sea contrario a la Constitución Política de Colombia.

V. MODIFICACIONES PROPUESTAS

1. Se introducen las siguientes modificaciones en el artículo 1° del proyecto de ley:< /o:p>

Se elimina el inciso segundo, se modifica el inciso tercero en su parte final, respecto del inciso cuarto se adiciona la expresión ¿o de conservación forestal¿ para preciar las zonas adjudicables de producción o conservación forestal. Igualmente se introducen modificaciones en los literales a) y b) y se adiciona un literal c) que precisa que los terrenos situados en colindancia a carreteras del sistema vial nacional, conforme a la Ley 1228 de 2008 no serán adjudicables en calidad de baldíos.

Comentario: Se sugiere eliminar esta redacción por considerarse que si hay ocupantes, y generalmente los hay, el baldío reservado debe adjudicárseles (Acuerdo 203/09) es probable que los ocupantes del área excedida al final por ejemplo sean de la misma familia. De no haber ocupantes el reservado puede adjudicarse a desplazados y luego a campesinos de la región bajo condiciones mucho más estrictas y sometidos a muchos más requisitos de los del Acuerdo 203 de 2009.

La eliminación de la parte final del inciso tercero es para dar una mayor claridad al artículo 1°; en este inciso se están sugiriendo criterios para la nueva definición de UAF, pero la referencia a estos perímetros, antes de aclarar genera confusiones, Igualmente, el cambio introducido no afecta el sentido de las recomendaciones.

El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural considera pertinente la modificación que se le realizó al texto que se está discutiendo en el proyecto de ley, en el parágrafo del artículo 1º, literal a), que modifica el artículo 67 de la Ley 160 de 1994, durante su discusión en el Senado. Igualmente, plantea cambios al literal b) y propone un nuevo literal c), por los siguientes argumentos:

a) Zonas alrededor de la explotación de recursos naturales no renovables:

El texto adoptado es acertado, porque se está presentando una problemática social por la inadjudicabilidad de aquellos terrenos baldíos ubicados dentro del radio de 5 kilómetros alrededor de las zonas donde se adelantan explotaciones de recursos naturales no renovables, toda vez que los campesinos asentados en estos lugares ven con preocupación cómo se les ha restringido el derecho a acceder a la propiedad de unos inmuebles que han venido ocupando y explotando durante mucho tiempo; es decir, cuando los campesinos pobladores de estas zonas intentan legalizar o formalizar la propiedad sobre tales terrenos, se encuentran con esta prohibición legal.

Así por ejemplo, cuando un campesino viene ocupando y explotando un determinado terreno baldío adjudicable por más de cinco, diez o veinte años y reconoce que puede formalizar su ocupación a través de un título legalmente expedido por la autoridad competente, pueden encontrarse que en los últimos años o meses, una determinada empresa decide iniciar un proceso de explotación de recursos naturales no renovables dentro de un radio de cinco kilómetros alrededor de donde se encuentran construidas sus mejoras y/o plantaciones y dicha situación de paso les genera un impedimento para ser sujetos de una adjudicación, máximo cuando estas empresas no consultan los intereses de los ocupantes de estos territorios.

Las normas sobre dotación y acceso a tierras y en particular sobre titulación de baldíos, están orientadas en gran medida a corregir las restricciones más apremiantes que guardan relación con la inequitativa e ineficiente distribución de la tierra, a estimular el desarrollo de la agricultura, a formalizar la propiedad, y a direccionar un progreso económico y social desde la orientación de los procesos de ordenamiento territorial. En estos casos, la regularización y formalización de los baldíos de la Nación, así como el saneamiento de la pequeña propiedad, cumplen un papel importante y complementario en el bienestar de la población rural.

Revisado la posición y el concepto planteado por el Ministerio de Minas y Energía durante la discusión de esta iniciativa parlamentaria en el Senado de la República, se encontró que, además de una cantidad de cifras y cuadros que buscan resaltar la importancia del sector minero dentro de la economía nacional, hacen referencia a la inconveniencia de reducir la franja de reserva por explotac ión de recursos no renovables. Argumentan que las actividades mineras requieren de grandes espacios para su desarrollo y actividades conexas (p. ej. disposición de desechos, vías de acceso, depósitos y otras instalaciones y facilidades indispensables para llevar a cabo su labor), lo cual se podría ver entorpecido con dicha reducción.

Adicionalmente señalaban que esta actividad implica la generación de riesgos e impactos (p. ej. uso de explosivos, perforación de pozos, manejo de residuos, etc.) que pueden resultar perjudiciales para la salud, la propiedad y la vida de las personas que se encuentran alrededor. Son argumentos serios que deben ser valorados y se tuvieron en cuenta durante el segundo debate en la Plenaria del Senado en el cual no se aprobó una franja de 500 metros como originalmente se planteó, sino de 1.000 metros, encontrando un punto intermedio y acertado entre las posiciones de los dos Ministerios.

Desde el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural se deben tener en cuenta temas de primera importancia, como es el de la seguridad de las explotaciones y los riesgos de desastres ecológicos y sociales, resultado de eventuales atentados contra estos bienes de explotaciones de recursos naturales no renovables.

Sobre este último punto la Corte Constitucional en la Sentencia C-060 de 1993, al examinar la constitucionalidad de un Decreto Expedido por el Gobierno Nacional en estado de conmoción interior, en el cual precisamente, se permitía al Incora establecer zonas de reserva alrededor de las explotaciones mineras con el fin de evitar el asentamiento de población alrededor de las instalaciones, la Corte Constitucional estimó que era legítimo tomar estas medidas para asegurar la protección de los recursos naturales y la población civil.

En conclusión, la postura adoptada en el Senado de la República por la Comisión Quinta y por la Plenaria del Senado de reducir la franja de prohibición de adjudicación alrededor de zonas de explotación de recursos naturales no renovables a 1000 metros es acertada, y tiene un fundamento claro, ya que la restricción actual supone una limitación seria al deber estatal de promover el acceso de los campesinos a la propiedad de la tierra.

b) Terrenos alrededor de las zonas de reserva ambiental o de Parques Nacionales Naturales:

Este aspecto nunca ha sido precisado legalmente, siempre se ha dicho que en zonas de amortiguación no se podrá proceder a la adjudicación, pero no es preciso en la actualidad, cuál es la extensión de zonas de amortiguación. Se sugiere la cifra de 300 m, porque esa fue la formulada en el Proyecto de Ley de Tierras y Desarrollo Rural preparado por el Ministerio de Agricultura que en la actualidad está siendo objeto de consulta previa con las comunidades étnicas y será radicada en el Honorable Congreso de la República una vez concluya dicha etapa.

El cambio que se propone busca disminuir la restricción a 300 metros, porque estas zonas de reserva ambiental o parques naturales no representan riesgos ni para la población civil ni posibilidades de desastre ambiental. Dejar como estaba establecido en la Ley 160 de 1994, una franja de 5 kilómetros, resulta enormemente lesivo para los fines de la política de tierras de formalización de la pequeña propiedad rural.

c) Terrenos situados en colindancia a planes viales:

Este aspecto está actualmente regulado por la Ley 1228 de 2008 de manera muy precisa (ver artículo 2°. Zonas de reserva para carreteras de la red via l nacional), en franjas de reservas que van de los 30 a los 60 metros, dependiendo del orden y categoría de la vía. Ampliar como lo hace el proyecto de ley en discusión, la restricción a 1 kilómetro, no tiene fundamento alguno y resultaría enormemente lesivo para las comunidades campesinas y la política de formalización de tierras del Gobierno Nacional.

Se sugiere mantener las mismas franjas de restricción actuales establecidas en la Ley 1228 de 2008.

Planteamiento del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural en el Proyecto de Ley de Tierras y Desarrollo Rural que se encuentra en consulta previa con las comunidades étnicas y que será radicado en el Honorable Congreso de la República.

Texto propuesto:

Artículo 1°. El artículo 67 de la Ley 160 de 1994 quedará de la siguiente manera:

El Consejo Directivo del Incoder señalará para cada región o zona las extensiones máximas y mínimas adjudicables de los baldíos productivos en Unidades Agrícolas Familiares, y declarará, en caso de exceso del área permitida, que hay indebida ocupación o apropiación de las tierras de la Nación.

En caso de existir áreas que excedan el tamaño de la Unidad Agrícola Familiar establecidas para las tierras en el municipio o zona a estas áreas se les dará el carácter de baldío reservados, susceptibles de ser adjudicados a otros campesinos.

Para expedir las reglamentaciones sobre las extensiones máximas y mínimas adjudicables, el Instituto deberá tener en cuenta, entre otras, las condiciones agrológicas, fisiográficas, disponibilidad de aguas, cercanía a poblados de más de tres mil (3.000) habitantes, vías de comunicación de las zonas correspondientes, la composición y concentración de la propiedad territorial, los índices de producción y productividad, la aptitud y las características del desarrollo sostenible de la región, la condición de aledaños de los terrenos baldíos, o la distancia a carreteras transitables por vehículos automotores, ferrocarriles, ríos navegables, a centros urbanos de más de diez mil (10.000) habitantes, o a puertos marítimos.

El Instituto está facultado para señalar zonas en las cuales las adjudicaciones sólo podrán hacerse con base en producciones forestales o de conservación forestal, agrícolas o de ganadería intensiva y para definir, conforme a las circunstancias de la zona correspondiente, las características de estas últimas.

Parágrafo. No serán adjudicables los terrenos baldíos que cuenten con las siguientes condiciones:

a) Los terrenos baldíos situados dentro de un radio de mil (1.000) metros alrededor de las zonas donde se adelanten procesos de explotación de recursos naturales no renovables; entendiéndose por estos, materias fósiles útiles y aprovechables económicamente presentes en el suelo y el subsuelo, dejando por fuera los materiales de construcción y las salinas, tomando como punto para contar la distancia la boca de la mina y/o el punto de explotación petrolera.

b) Los terrenos baldíos situados dentro de un radio de trescientos (300) metros alrededor de la reserva ambiental o Parques Nacionales Naturales.

En consideración a que una de las estrategias de conservación de los Parques Nacionales Naturales y Áreas de Reserva Natural, es adelantar programas de desarrollo rural. Por tanto uno de los elementos que facilita este proceso lo constituya la titulación de los predios aledaños a estas áreas. Son variadas las figuras que contribuyen a ordenar las áreas aledañas a estas figuras de conservación, con la presencia de comunidades; estas pueden ser: zonas amortiguadoras, DMI (Distritos de Manejo Integrado) con zonas de producción o recuperación para la producción, Zonas de Reserva Campesina.

e) Los terrenos situados en colindancia a carreteras del sistema vial nacional, según las fajas mínimas de retiro obligatorio o áreas de exclusión, conforme fueron fijadas en la Ley 1228 de 2008.¿

PROPOSICIÓN
En virtud de lo anterior, atentamente solicitamos a la Comisión Quinta de la Honorable Cámara de Representantes se dé primer debate al Proyecto de ley número 046 de 2012 Senado, 226 de 2012 Cámara, por la cual se dictan normas de distribución de terrenos baldíos a familias pobres del país con fines sociales y productivos y se dictan otras disposiciones.

Cordialmente,

Honorables Representantes,

Jairo Hinestroza Sinisterra,

Coordinador Ponente;

César Augusto Franco,

Jimmy Javier Sierra Palacio,

Ponentes.

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 46 DE 2011 SENADO, 226 DE 2012 CÁMARA
por la cual se dictan normas de distribución de terrenos baldíos a familias pobres del país con fines sociales y productivos y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 67 de la Ley 160 de 1994 quedará de la siguiente manera:

El Consejo Directivo del Incoder señalará para cada región o zona las extensiones máximas y mínimas adjudicables de los baldíos productivos en Unidades Agrícolas Familiares, y declarará, en caso de exceso del área permitida, que hay indebida ocupación o apropiación de las tierras de la Nación.

En caso de existir áreas que excedan el tamaño de la Unidad Agrícola Familiar establecidas para las tierras en el municipio o zona a estas áreas se les dará el carácter de baldío reservados, susceptibles de ser adjudicados a otros campesinos.

Para expedir las reglamentaciones sobre las extensiones máximas y mínimas adjudicables, el Instituto deberá tener en cuenta, entre otras, las condiciones agrológicas, fisiográficas, disponibilidad de aguas, cercanía a poblados de más de tres mil (3.000) habitantes, vías de comunicación de las zonas correspondientes, la composición y concentración de la propiedad territorial, los índices de producción y productividad, la aptitud y las características del desarrollo sostenible de la región, la condición de aledaños de los terrenos baldíos, o la distancia a carreteras transitables por vehículos automotores, ferrocarriles, ríos navegables, a centros urbanos de más de diez mil (10.000) habitantes, o a puertos marítimos.

El Instituto está facultado para señalar zonas en las cuales las adjudicaciones sólo podrán hacerse con base en producciones forestales o de conservación forestal, agrícolas o de ganadería intensiva y para definir, conforme a las circunstancias de la zona correspondiente, las características de estas últimas.

Parágrafo. No serán adjudicables los terrenos baldíos que cuenten con las siguientes condiciones:

a) Los terrenos baldíos situados dentro de un radio de mil (1.000) metros alrededor de las zonas donde se adelanten procesos de explotación de recursos naturales no renovables; entendiéndose por estos, materias fósiles útiles y aprovechables económicamente presentes en el suelo y el subsuelo, dejando por fuera los materiales de construcción y las salinas, tomando como punto para contar la distancia la boca de la mina y/o el punto de explotación petrolera.

b) Los terrenos baldíos situados dentro de un radio de trescientos (300) metros alrededor de la reserva ambiental o Parques Nacionales Naturales.

En consideración a que una de las estrategias de conservación de los Parques Nacionales Naturales y Áreas de Reserva Natural, es adelantar programas de desarrollo rural. Por tanto uno de los elementos que facilita este proceso lo constituya la titulación de los predios aledaños a estas áreas. Son variadas las figuras que contribuyen a ordenar las áreas aledañas a estas figuras de conservación, con la presencia de comunidades; estas pueden ser: zonas amortiguadoras, DMI (Distritos de Manejo Integrado) con zonas de producción o recuperación para la producción, Zonas de Reserva Campesina.

o) Los terrenos situados en colindancia a carreteras del sistema vial nacional, según las fajas mínimas de retiro obligatorio o áreas de exclusión, conforme fueron fijadas en la Ley 1228 de 2008¿.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 66 de la Ley 160 de 1994, el cual quedará así:

A partir de la vigencia de esta ley y como regla general, salvo las excepciones que establezca el Consejo Directivo del Incoder, las tierras baldías se titularán en Unidades Agrícolas Familiares, según el concepto definido en el Capítulo IX de este Estatuto.

Artículo 3°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación.

De los honorables Congresistas,

Jairo Hinestroza Sinisterra,

Coordinador Ponente;

César Augusto Franco,

Jimmy Javier Sierra Palacio,

Ponentes.

* * *

�[1][1]	Sentencia C-255/l2 Magistrado Ponente JORGE IVÁN PALACIO PALACIO.


�[2][2]	Corte Constitucional, Sentencia C-006 de 2002. En esta oportunidad la Corte declaró exequible el artículo 45 de la Ley 160 de 1994, por considerar que dicha norma, al regular las excepciones a la prohibición de fraccionar los predios rurales por debajo de la extensión determinada por el Incora como Unidad Agrícola Familiar, no desconoció la competencia autónoma de los Concejos para reglamentar los usos del suelo, vigilar y controlar las actividades relacionadas con la construcción y enajenación de inmuebles destinados a vivienda.








